
BOJA núm. 109Página núm. 11.782 Sevilla, 21 de septiembre 1996

GR: A.
Modo Accs.: PLD.
Nivel CD: 27.
C. específico: XXXX-1.757.
Cuerpo: P-A11.
Exp.: 3.

Méritos específicos: Experiencia en gestión de recursos
humanos, gestión presupuestaria y contratación adminis-
trativa. Igualmente se requiere experiencia en régimen inte-
rior y asuntos generales. De forma especial, experiencia
en temas relacionados con las competencias de la Con-
sejería.

3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE LA PRESIDENCIA

RESOLUCION de 5 de septiembre de 1996,
del Instituto Andaluz de la Mujer, por la que se regu-
lan determinadas prestaciones económicas para
mujeres en situación de emergencia social.

El II Plan Andaluz para la Igualdad de las Mujeres
considera que las políticas y programas sociales son fun-
damentales para detener los procesos de marginación y
la vulnerabilidad de los grupos de mujeres en los que
recaen mayoritariamente la pobreza y la violencia.

Es por tanto uno de los objetivos de este II Plan de
Igualdad, desarrollar programas dirigidos a mujeres en
situación de especial dificultad: Mujeres con cargas fami-
liares no compartidas, que atraviesan diferentes circuns-
tancias que deban ser atendidas con urgencia, mujeres
jóvenes embarazadas, solas, con hijos/as pequeños/as sin
medios económicos ni apoyo familiar, mujeres víctimas de
malos tratos domésticos o de agresiones sexuales.

Para dar respuesta a estas situaciones críticas, que
requieran ser atendidas con inmediatez, el Instituto Andaluz
de la Mujer ha de hacerse cargo directamente del pago
de diversas prestaciones para estas mujeres.

La gestión de las prestaciones económicas reguladas
en esta Resolución, se realizará directamente por los Cen-
tros de la Mujer de Sevilla y de Málaga y por el Centro
de Madres Jóvenes Amaltea, siendo su Directora/or los
que autoricen la concesión de dichas prestaciones.

Artículo 1.º Dinero de bolsillo.
1. Se faculta a la/el Directora/or del Centro de la

Mujer de Sevilla y de Málaga y al Director/a del Centro
de madres jóvenes «Amaltea» de Granada, para asignar
en favor de las mujeres que son atendidas en dichos Cen-
tros una prestación económica en concepto de «dinero
de bolsillo», que estará destinada a sufragar pequeños gas-
tos personales de carácter semanal.

2. La cuantía de estas prestaciones ascenderá a 1.500
ptas. semanales, ampliables a 2.000 ptas., en cuyo caso
se entenderán incluidos los gastos de transportes públicos,
los cuales serán justificados conforme determina el art. 2
de esta resolución.

3. Esta prestación se justificará mediante recibo fir-
mado por la interesada y por la/el Directora/or del Centro.

Artículo 2.º Gastos de Transportes.
1. Se faculta a la/el Directora/or del Centro de la

Mujer de Sevilla y de Málaga y del Centro de Madres
Jóvenes de Amaltea (Granada), para asignar a las mujeres
que son atendidas en dichos Centros, una prestación eco-
nómica destinada a sufragar los gastos de desplazamientos
en transportes públicos, que las mujeres necesiten realizar
como consecuencia de traslados desde su domicilio.

2. La justificación de este gasto se realizará mediante
recibo firmado por la destinataria y la/el Directora/or del
centro respectivo, al que se acompañará ticket o billete
de viaje, o factura del medio de transporte utilizado.

Artículo 3.º Pago.
1. El pago de las prestaciones a las que se refiere

esta Resolución, se efectuará conforme al procedimiento
previsto en la Orden de 22 de enero de 1992, por la
que se regula la figura del Anticipo de Caja Fija.

2. Los gastos derivados de las prestaciones a las que
se refieren los arts. 1 y 2 de esta Resolución, se realizarán
con cargo al Capítulo II del Presupuesto de cada uno de
los Centros, imputándose a los conceptos presupuestarios
226.09 y 223.00, referidos a gastos diversos y transportes,
respectivamente.

Disposición final.
La presente Resolución entrará en vigor al día siguiente

de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 5 de septiembre de 1996.- La Directora, Car-
men Olmedo Checa.

CONSEJERIA DE GOBERNACION

RESOLUCION de 9 de septiembre de 1996,
de la Secretaría General Técnica, por la que se noti-
fica la adoptada por la Consejera resolviendo el
recurso ordinario interpuesto por don José Correro
Manzanares. Expediente sancionador núm.
134/95/E/MB.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal al recurrente don José Correro Manzanares contra
la resolución del Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación en
Cádiz por la presente se procede a hacer pública la misma,
al no haberse podido practicar en su domicilio reprodu-
ciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación
y Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nue-
va, 4, Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acre-
ditación de su identidad.

En Sevilla, a dieciocho de abril de mil novecientos
noventa y seis.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 23 de octubre de 1995, el Ilmo.
Sr. Delegado de Gobernación en Cádiz dictó resolución
por la que denegaba el horario especial solicitado por
el interesado, para el establecimiento denominado «El
Boquete», sito en la calle Queipo de Llano 47, de la loca-
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lidad de Barbate (Cádiz), debiendo ajustarse al horario
general establecido en la Orden de 14 de mayo de 1987.

Desde el 7 de enero hasta el 30 de marzo y desde
el 1 de noviembre al 21 de diciembre a las 2,00 horas.

Desde el 1 de abril al 31 de octubre, durante la Sema-
na Santa y del 22 de diciembre al 6 de enero, a las 3,00
horas.

Los viernes, sábados y vísperas de festivo, podrá cerrar
una hora más tarde de los horarios especificados.

Los fundamentos jurídicos que sustentan la denegación
son los informes negativos solicitados al Ayuntamiento de
Barbate y al Gobierno Civil de la provincia, tal y como
se indica en los arts. 6, 7 y 8 de la Orden de la Consejería
de Gobernación de 14 de mayo de 1987.

Segundo. Contra la citada resolución, cuya notifica-
ción no consta en el expediente, se interpone recurso ordi-
nario el 26 de enero de 1996, admitiéndose éste debido
a la imposibilidad de determinar si estaba o no fuera de
plazo.

El contenido del escrito de interposición de recurso
ordinario se limita a manifestar, resumidamente, que en
el momento de presentar la solicitud de horario especial
no aportó el alta en el Impuesto sobre Actividades Eco-
nómicas como discoteca, presentándola en ese momento,
y reiterándose la petición de horario especial.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

La Orden de la Consejería de Gobernación de 14
de mayo de 1987, regula en sus artículos 6 y 8 la auto-
rización de horarios especiales. La Orden de 19 de octubre
de 1987 de la Consejería de Gobernación normaliza, a
su vez, el documento que han de exhibir los estableci-
mientos públicos previsto en el art. 9 de la Orden de 14
de mayo de 1987.

El art. 2 de la Orden de 19 de octubre anteriormente
citada indica que: «Una vez examinada la solicitud y docu-
mentación aportada y previos los informes que se estimen
necesarios cuando la autorización del horario fuese espe-
cial, la Delegación de Gobernación expedirá al interesado
el documento identificativo de titularidad, aforo y horario
del establecimiento (...)».

Entre la documentación que debe aportarse junto con
la solicitud, la copia de la Licencia Fiscal de la actividad.

El art. 8 de la Orden de 14 de mayo de 1987 indica
que una vez que se han recibido las solicitudes, el Delegado
de la Consejería de Gobernación pedirá informes al Ayun-
tamiento correspondiente y al Gobierno Civil de la pro-
vincia, y una vez recibidos resolverá la petición.

Teniendo en cuenta los preceptos anteriormente cita-
dos y los antecedentes de hechos indicados, hemos de
llegar a la conclusión de que el interesado sufre una con-
fusión en cuanto al fondo de la resolución impugnada.
No se trata de que falte cierta documentación a la solicitud,
sino que el Delegado de Gobernación resuelve, en el ejer-
cicio de sus facultades, acerca de una solicitud de horario
especial. Su decisión no es arbitraria, sino que se fun-
damenta en que, una vez pedidos los informes, tanto al
Ayuntamiento de Barbate como al Gobierno Civil de la
provincia, éstos son desfavorables. La documentación
aportada vía recurso no varía el acierto de la resolución
adoptada.

El Ayuntamiento de Barbate, a través de su policía
local, justifica el sentido desfavorable de su informe en
que dicho local se encuentra en la zona de «movida»,
donde se vienen produciendo molestias para los vecinos,
el efecto multiplicador que para otros locales supondría
la concesión de lo solicitado y que este establecimiento

ha sido denunciado en varias ocasiones por incumplimiento
del horario de cierre.

Por su parte, el Gobierno Civil, a través de la Guardia
Civil, igualmente se pronuncia desfavorablemente, al cons-
tatar al proximidad de varias viviendas al local, las cuales
se verían afectadas negativamente por la ampliación; el
efecto multiplicador para otros locales y la posibilidad de
que en dicho local fuese frecuentado por personas pro-
venientes de la llamada «Ruta del Bacalao», reuniéndose
un número indeterminado de ellas.

Vista la legislación en materia de juego de esta Comu-
nidad Autónoma y demás normas concordantes de especial
y general aplicación, resuelvo desestimar el recurso ordi-
nario interpuesto, confirmando la resolución recurrida.

Contra la presente resolución -dictada en virtud de
la Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones- que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente al de su notificación,
de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley reguladora
de la jurisdicción contencioso-administrativa, de 27 de
diciembre de 1956, previa comunicación a este órgano
administrativo de conformidad con el art. 110.3 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común.- El Viceconse-
jero de Gobernación, P.D. (Orden 29.7.85). Fdo.: José
A. Sainz-Pardo Casanova.

Sevilla, 9 de septiembre de 1996.- La Secretaria
General Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.

RESOLUCION de 9 de septiembre de 1996,
de la Secretaría General Técnica por la que se noti-
fica la adoptada por la Consejera resolviendo el
recurso ordinario interpuesto por don Miguel Leiva
Trujillo, expediente sancionador núm. J-398/95/EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal al recurrente don Miguel Leiva Trujillo contra la reso-
lución del Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación en Jaén,
por la presente se procede a hacer pública la misma, al
no haberse podido practicar en su domicilio reproducién-
dose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación
y Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nue-
va, 4, Sevilla) pudiendo acceder al mismo previa acre-
ditación de su identidad.

En la ciudad de Sevilla, a once de julio de mil nove-
cientos noventa y seis.

Visto el recurso ordinario interpuesto y a tenor a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Por el Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación
en Jaén, se dictó en fecha 6 de marzo de 1996, resolución
en el expediente arriba referenciado, imponiendo a don
Miguel Leiva Trujillo dos sanciones económicas una con-
sistente en una multa de quinientas mil pesetas (500.000
ptas.), como consecuencia de la comisión de una infracción
del artículo 41 del Real Decreto 2816/82, de 27 de agosto,
por el que se aprueba el Reglamento general de policía
de espectáculos públicos y actividades recreativas, tipificada
como infracción grave en el artículo 23.e) de la Ley Orgá-


